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Bogotá, 25 de abril de 2012

Doctora
OLGA LUCÍA SUÁREZ MIRA
Presidenta Comisión Sexta Constitucional Permanente
Senado de la República
Bogotá D.C.
Asunto: Ponencia proyecto de ley número 207 de 2012 Senado 
Señora Presidenta:
En cumplimiento de la designación por parte de la mesa directiva de la Comisión Sexta   Constitucional Permanente del Senado de la República,  y de conformidad con lo establecido en el artículo 174 y siguientes de la Ley 5ª de 1992, someto a consideración de los integrantes de esta célula legislativa el presente informe de ponencia para primer debate al proyecto de ley No. 207 de 2012 Senado  “Por la cual se  reforma parcialmente la Ley 115 de 1994.”
ANTECEDENTES DEL PROYECTO 

El proyecto de ley que nos ocupa corresponde a una iniciativa presentada por la senadora Nora María García Burgos, la cual fue radicada en la Secretaría General del Honorable Senado de la República el 21 de marzo de 2012 y repartida por el Presidente del Senado a la Comisión Sexta Constitucional Permanente, en consideración a las competencias reglamentarias y de ley establecidas. Posteriormente, el proyecto de ley fue publicado en la Gaceta del Congreso número 91 del 2012. 

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO DE LEY 
El presente proyecto de ley, consta de tres artículos (incluido el de vigencia), organizados de la siguiente manera:

· Artículo 1º - Adiciona al artículo 3º de de la Ley 115 de 1994, el inciso 3º, el cual prevé la prevalencia del derecho a la educación sobre los derechos económicos de las instituciones educativas
· Artículo 2º - Modifica el artículo 88 de la Ley 115 de 1994 de la siguiente forma:
1. Se establece que en el marco de las competencias que tienen las instituciones educativas para otorgar títulos que verifiquen, homologuen o convaliden conocimientos, estas deberán sujetar su entrega únicamente al cumplimiento de requisitos de índole académico, según las exigencias de cada institución.

2. Guardando correspondencia con la modificación anterior, se adiciona un parágrafo mediante el cual se prohíbe la retención de títulos al egresado por no encontrarse a paz y salvo en sus obligaciones con la institución, presente imposibilidad de pago atribuible a justa causa;  y se establecen los requerimientos que debe seguir para solicitar la entrega del título.  
· Artículo 3 – Se refiere a la vigencia del proyecto

OBJETO DEL PROYECTO DE LEY
El proyecto de ley que hoy nos ocupa tiene por objeto avanzar en el fortalecimiento del derecho fundamental a la educación en Colombia, proscribiendo la retención injustificada de los títulos académicos por motivos ajenos al ámbito académico, como lo es el atraso en el pago de obligaciones, que impidan al estudiante continuar sus estudios o acceder a una instancia educativa superior.  
Ahora bien, el proyecto tiene presente los derechos e intereses que asisten a las instituciones educativas, por lo que se establece que la aplicación de las normas objeto del proyecto están sujetas al cumplimiento de ciertos requisitos para que la retención del título pueda considerarse como injustificado.
JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO

El presente proyecto de ley contiene disposiciones que pretenden hacer frente a una problemática, que aunque no goza de mayor visibilidad, afecta derechos fundamentales de los estudiantes, en especial de niños y jóvenes colombianos que son víctimas de arbitrariedades que les impiden continuar sus procesos de formación académicos y afectan de esta forma todos los ámbitos de su vida.
El derecho a la educación es un derecho fundamental consagrado en la Carta Política de 1991 objeto de protección per se, pero que a su vez, guarda estrecha relación con otros derechos fundamentales, como la dignidad humana.  El artículo referido establece que “la Educación es un derecho de la persona y un servicio público que tiene una función social; con ella se busca el acceso al conocimiento, a la ciencia, la técnica y a los demás bienes y valores de la cultura”
Tal derecho cobra especial relevancia cuando se entra a la esfera de los derechos de los niños.  Así lo ha determinado la Constitución Nacional en el artículo 44 cuando dictamina que “son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión (…)
La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. (…)
Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás.” (Negrilla y subrayado fuera del texto original)
Dentro del ámbito de protección del derecho a la educación se encuentra el derecho que tiene el estudiante a recibir los títulos académicos, certificados o diplomas que acrediten que ha cursado estudios en una institución académica reconocida y que ha cumplido a satisfacción con las exigencias de la institución.  Tales diplomas son la constancia que permitirá al estudiante continuar con sus estudios en la instancia deseada y acceder a un sinnúmero de posibilidades a futuro que abarcan el ámbito personal, social y profesional, entre otros.
La noción anterior, ha sido objeto de pronunciamiento por parte de la Corte Constitucional en sentencia hito, mediante la cual la Sala Plena de esta Honorable Corporación ponderó el derecho a la educación de los estudiantes victimas de retención injustificada de títulos en contraposición a los derechos que tienen las instituciones para percibir el pago de prestaciones.  En palabras de la Corte Constitucional en Sentencia T-944 de 2010 con ponencia de la Doctora María Victoria Calle Correa, manifestó que

“La jurisprudencia constitucional ha reiterado en múltiples ocasiones que la retención de los documentos que acreditan la labor realizada por un estudiante, es un límite al derecho a la educación, ya que esos documentos son necesarios para asegurar un cupo en otro establecimiento o para proseguir estudios superiores. En ese orden de ideas, la Corte no desconoce el derecho que le asiste a las instituciones educativas de recibir una remuneración por el servicio que prestan, sin embargo, dicho pago no puede ser ejercido mediante actos de presión, como el retener documentos o calificaciones, entre otros, así lo sostuvo la Sala Plena de esta Corporación en la sentencia SU-624 de 1999 (M.P. Alejandro Martínez Caballero)”
Adicionalmente, la retención injustificada de títulos también va en contravía de preceptos consagrados en normas internacionales.  A modo de ejemplo, el artículo 26 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos establece que el acceso a instancias educativas superiores está supeditado al cumplimiento de méritos por parte del estudiante, excluyendo cualquier consideración adicional.  A saber, el inciso primero del artículo referido establece lo siguiente:

“Toda persona tiene derecho a la educación. La educación debe ser gratuita, al menos en lo concerniente a la instrucción elemental y fundamental. La instrucción elemental será obligatoria. La instrucción técnica y profesional habrá de ser generalizada; el acceso a los estudios superiores será igual para todos, en función de los méritos respectivos” (subrayado fuera del texto original)

Ahora bien, las consecuencias de impedir a un estudiante continuar con sus estudios mediante la retención de títulos académicos o diploma trasciende de la esfera de la formación académica a afectaciones sociales injustificadas, como lo señala la exposición de motivos, toda vez que se le deja expuesto a ser víctima de actos discriminatorios, se le coarta el pleno desarrollo de la personalidad sin más limitaciones que las que le imponen los derechos de los demás y el orden jurídico; se le impide hacer parte de un proceso de formación integral, física, psíquica, intelectual, moral, espiritual, social, afectiva, ética, cívica y de demás valores humanos; se le sitúa en plano de desigualdad material para la participación de diversos escenarios como el económico, político, y cultural, dada la falta de formación y ausencia de criterios para la toma de decisiones, obtenidos únicamente, a través de una educación integral y continua; se le impide a acceder al mercado laboral, desarrollarse profesionalmente; y se le complica su situación militar, entre otros.  
Los efectos nocivos de la violación al derecho a la educación se prolongan en el tiempo y orientan negativamente el plan de vida de las personas, en especial de niños y jóvenes que prematuramente se ven obligados a incursionar el ámbito laboral, sin ningún tipo de proyección.  Como bien lo establece el estudio titulado El Derecho A La Educación, Desde el Marco de La Protección Integral de los Derechos de la Niñez y de la Política Educativa desarrollado en el  Programa Nacional de Autoevaluación, Fortalecimiento y Estándares de Calidad de Instituciones de protección a la niñez, “el derecho a la educación es, sin duda, uno de los más importantes derechos de la niñez y quizás el más importante de los sociales. Aunque no se puede, en sentido estricto, plantear que existan derechos importantes y otros secundarios, la afirmación anterior se funda en el hecho según el cual es a través en buena medida de la educación en sus distintas formas y modalidades como el ser humano, biológico o específico, deviene en ser social, en persona, en hombre o mujer, y es a través de ella que adquiere las condiciones y capacidades necesarias para vivir en sociedad. En este sentido, la educación en todas sus manifestaciones es la vía por excelencia de la socialización humana, es decir, la vía de su conversión en un ser social.”
Sin consideración a las graves consecuencias que implica el privar a un estudiante de la posibilidad de continuar con sus estudios, son recurrentes los casos en que las instituciones educativas retienen los títulos a los que tiene derecho el estudiante cuando él o aquel que cumpla con el pago de las prestaciones, pensiones o cuotas pactadas para el pago de los servicios educativos, se encuentra en imposibilidad de dar cumplimiento a las mismas, producto de la ocurrencia de un hecho posterior a la fecha en que se suscribió la obligación.  Lo anterior se aprecia en mayor medida frente a la afectación de estudiantes que cursan niveles de educación primeria y media, donde los padres son los encargados de dar cumplimiento al pago de las obligaciones frente a la entidad y un evento, como la pérdida del empleo de los padres, una enfermedad grave o la quiebra, entre otras circunstancias de cuya ocurrencia no está exento persona alguna, que hacen razonable el atraso en los pagos.

Aunque en la actualidad no existen cifras oficiales que documenten los niveles de afectación producto de la retención injustificada de títulos; esta realidad no puede ser ignorada a la luz del deber de proteger derechos fundamentales y dar cumplimiento a las finalidades del Estado.  Lastimosamente, la falta de discriminación de dicha categoría en la recopilación y consolidación de estadísticas en materia educativa, así como la dificultad de registrar los casos, toda vez que por lo general estos caso no son documentados ni reportados por instituciones o autoridades educativas, impide tener a la fecha un consolidado real de la afectación. 
No obstante, en algunas ocasiones autoridades judiciales conocen mediante la acción de tutela este tipo de casos, llegando en una serie casos a instancias de orden nacional.  Así las cosas, la Corte Constitucional ha podido examinarlos, procediendo a tutelar el derecho a la educación ante su flagrante violación.  Muestra de lo anterior lo dan los fallos de tutela proferidos por dicha Corporación desde la expedición de la Constitución de 1991, teniendo a modo de ejemplo las sentencias T-235 de 1996, T-760 de 1998, T-378 de 1999, T-837 de 2009, T-426 de 2010, T-944 de 2010.  
En este sentido y sin importar la ausencia de estadísticas consolidadas, las numerosas sentencias de la Corte Constitucional dan fe en cierta medida de la magnitud de la problemática, aunque no alcanzan a reflejar los casos que jueces de inferior categoría conocen a lo ancho del territorio nacional y  mucho menos aquellos casos que no son reportados ante ninguna autoridad y de los cuales no queda registro alguno.  
Su ocurrencia permite apreciar la carencia de mecanismos de protección idóneos en la materia, razón por la cual se hace perentoria la intervención del órgano legislador como autoridad llamada a hacer cumplir los postulados de la Constitución Nacional y estar al día con normas internacionales que regulan la materia.
Ahora bien, proteger el derecho a la educación no implica desatender los intereses de las instituciones educativas a obtener el pago de contraprestaciones por la prestación de sus servicios ya que en ningún momento se está limitando o condicionando los mecanismos legales establecidos para obtener el pago de obligaciones que por regla general en estos casos, es de carácter dinerario.  Adicionalmente, no se limita a las instituciones educativas para hacer efectiva cualquier garantía de pago pactada con el interesado o reformular las condiciones de pago, de modo tal que se puedan conciliar todos los intereses involucrados.

Es claro que los casos en que se proceda a entregar los títulos académicos no extinguen las obligaciones existentes entre las partes involucradas.  En consecuencia, la parte interesada sigue teniendo el deber de realizar el pago correspondiente a las cuotas atrasadas.     

Por lo tanto, el proyecto de ley también considera los intereses de las instituciones educativas y brinda garantías para que estas puedan obtener el pago de las prestaciones debidas.  Dicha protección se manifiesta en la doble exigencia que recae sobre el interesado a la hora de solicitar la entrega del título académico cuando se ha presentado la justa causa que impide el cumplimiento de las obligaciones.
En primer lugar, el interesado se encuentra en la obligación de “Acreditar a la institución educativa en la cual se encuentra matriculado, las justas causas que imposibilitan el pago de sus obligaciones pecuniarias.”  Con esto se brinda certeza a la institución educativa sobre la ocurrencia real del acontecimiento que ha impedido el pago.  Vale aclarar que dicho hecho se ha producido con posterioridad al momento en que se asumió la obligación de pago.
Por otro lado, deberá “demostrar que ha adelantado las gestiones necesarias para lograr el cumplimiento de sus obligaciones frente a la respectiva institución.” Esta segunda constituye una garantía que recae en cabeza de la institución y permite conciliar los intereses en juego.  A través de esta exigencia se abre la posibilidad para que las instituciones e interesados lleguen a acuerdos, se planteen posibilidades para reformular planes de pago o se determinen nuevas modalidades.  Adicionalmente, la obligación de adelantar gestiones para dar cumplimiento al pago de cuotas impone un deber legal en cabeza del interesado para realizar el pago y lo constituye como requisito indispensable para obtener el diploma.  Con esta exigencia se rechaza la cultura del no pago y se desestima de tajo la entrega de los títulos académicos a interesados que pretendan hacer un uso indebido de las protecciones de carácter constitucional o legal, como se pretende en el presente caso, y amparar su incumplimiento en estas.    
PLIEGO DE MODIFICACIONES
En cuanto  a la modificación del artículo 3°  de la Ley 115 de 1994, además de la adición del inciso que plantea la autora del proyecto, se propone la supresión del inciso segundo del mismo.

Por tanto, el artículo 1° sería el siguiente:
Artículo 1°.  Modificar el artículo 3 de la Ley 115 de 1994, suprimiendo el inciso segundo y adicionando un nuevo inciso.

En consecuencia, dicho artículo quedará así:

“Artículo 3°. Prestación del servicio educativo. El servicio educativo será prestado en las instituciones educativas del Estado. Igualmente los particulares podrán fundar establecimientos educativos en las condiciones que para su creación y gestión establezcan las normas pertinentes y la reglamentación del Gobierno Nacional.

Se reconoce la naturaleza prevalente del derecho a la educación sobre los derechos económicos de las instituciones educativas”.
De otra parte y de conformidad con el texto del presente proyecto se advierte que este carece de sanciones que castiguen la conducta proscrita y permitan dar cumplimiento al principio consagrado cuando se presente incumplimiento por parte de las instituciones educativas.  En este sentido, es necesario introducir consecuencias claras que permitan sancionar el incumplimiento de los supuestos considerados en el referido proyecto. 

Para la adopción de una sanción particular que complemente las disposiciones de este proyecto se puede acudir a antecedentes legislativos que imponen sanciones a entidades educativas por el incumplimiento de preceptos legales.  A modo de ejemplo, se encuentra la sanción impuesta por el parágrafo 13 artículo 13 de la ley 361 de 1997Por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas con limitación y se dictan otras disposiciones, el cual establece que:

PARÁGRAFO. Todo centro educativo de cualquier nivel deberá contar con los medios y recursos que garanticen la atención educativa apropiada a las personas con limitaciones. Ningún centro educativo podrá negar los servicios educativos a personas limitadas físicamente, so pena de hacerse acreedor de sanciones que impondrá el Ministerio de Educación Nacional o la Secretaría de Educación en las que delegue esta facultad, que pueden ir desde multas sucesivas de carácter pecuniario de 50 a 100 salarios mínimos legales mensuales hasta el cierre del establecimiento. Dichos dineros ingresarán a la Tesorería Nacional, Departamental o Municipal según el caso.

Por otro lado, la Ley 1269 de 2008 en su artículo 1º que modifica el artículo 203 de la Ley 115 de 1994, establece una sanción para aquellos establecimientos educativos que cobren en “dinero o en especie, bonos, donaciones en dinero o en especie, aportes a capital o tarifas adicionales a las aprobadas por concepto de matrículas, pensiones y cobros periódicos  o que exigen a los estudiantes la entrega de materiales contenidos en la lista de útiles al establecimiento, la cual es la siguiente
PARÁGRAFO 2o. La violación de la prohibición consagrada en este artículo será sancionada con multa que oscilará entre los cincuenta (50) y los doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales vigentes (smlmv), previa comprobación de los hechos y, en caso de reincidencia se dispondrá el cierre definitivo del establecimiento educativo.
Guardando relación con lo anterior y teniendo como principal modelo las normas legales vigentes, me permito presentar el siguiente pliego de modificaciones:

 Adicionar al Artículo 2° del Proyecto de Ley que modifica el artículo 88 de la Ley 115 de 1994 el Parágrafo 2º en los siguientes términos

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 88 de la Ley 115 de 1994, el cual quedará de la siguiente forma:

(…)

PARÁGRAFO 2º - Ningún centro educativo podrá retener los títulos académicos cuando el interesado ha cumplido con las exigencias consagradas en el parágrafo anterior, so pena de hacerse acreedor de sanciones que impondrá el Ministerio de Educación Nacional o la Secretaría de Educación en las que delegue esta facultad, que pueden ir desde multas sucesivas de carácter pecuniario de 50 a 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes. Dichos dineros ingresarán a la Tesorería Nacional, Departamental o Municipal según el caso.

PROPOSICIÓN

De conformidad a las motivaciones y pliego de modificación propuesto, solicitamos a los integrantes de la Comisión VI del Senado de la República dar primer debate al Proyecto de Ley número 207 de 2012 Senado “Por la cual se reforma parcialmente le Ley 115 de 1994”.
Cordialmente,

JORGE HERNANDO PEDRAZA
Senador 

TEXTO PROPUESTO  PARA PRIMER  DEBATE DEL PROYECTO DE LEY No. 207 DE 2012 SENADO
“Por la cual se reforma parcialmente la ley 115 de 1994”
El Congreso de la República

Decreta:

Artículo 1°.  Modificar el artículo 3 de la Ley 115 de 1994, suprimiendo el inciso segundo y adicionando un nuevo inciso.

En consecuencia, dicho artículo quedará así:

“Articulo 3°. Prestación del servicio educativo. El servicio educativo será prestado en las instituciones educativas del Estado. Igualmente los particulares podrán fundar establecimientos educativos en las condiciones que para su creación y gestión establezcan las normas pertinentes y la reglamentación del Gobierno Nacional.

Se reconoce la naturaleza prevalente del derecho a la educación sobre los derechos económicos de las instituciones educativas”.
Artículo 2°. Modifíquese  el artículo 88 de la Ley 115 de 1994, el cual quedará de la siguiente forma:

“Artículo 88. Título académico. El título es el reconocimiento expreso de carácter académico otorgado a una persona natural por haber recibido una formación en la educación por niveles y grados y acumulado los saberes definidos por el Proyecto Educativo Institucional. Tal reconocimiento se hará constar en un diploma.
El otorgamiento de títulos en la educación es de competencia  de las instituciones educativas y de las instituciones del Estado señaladas para verificar, homologar o convalidar conocimientos y su entrega estará sujeta, única y exclusivamente, al cumplimiento de los requisitos académicos establecidos por cada institución.

PARÁGRAFO. Se prohíbe la retención de títulos por no encontrarse el interesado a paz y salvo en sus obligaciones con la institución,  cuando presente imposibilidad de pago por justa causa. Para esto interesado deberá:
1. Acreditar a la institución educativa en la cual se encuentra matriculado, las justas causas que imposibilitan el pago de sus obligaciones pecuniarias.

2. Demostrar que ha adelantado las gestiones necesarias para  lograr el cumplimiento de sus obligaciones frente a la respectiva institución.
PARÁGRAFO 2º - El centro educativo que infrinja el parágrafo anterior se hará acreedor a sanciones que impondrá el Ministerio de Educación Nacional o las Secretarías de Educación en las que delegue esta facultad, que pueden ir desde multas sucesivas de carácter pecuniario de 50 a 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes.  Dichos dineros ingresarán a la Tesorería Nacional, Departamental o Municipal según el caso.

Artículo 3°. Vigencia.  La presente  ley rige  a partir de su promulgación y deroga en lo pertinente las normas que le sean contrarias.

JORGE HERNANDO PEDRAZA

Senador 

